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Resumen: se plantean tres aspectos del acceso a la justicia que 
influyen en la consecución de la igualdad. En primer lugar, la po-
sición institucional de la defensa pública, en tanto existen pro-
puestas reiteradas en América Latina de su autonomía estructu-
ral de los poderes de Gobierno, cuál es el estado de la cuestión 
en Iberoamérica y en Uruguay y la oportunidad de cambios. En 
segundo término, se relaciona la tecnologización de los sistemas 
de justicia, poniendo el foco en la incidencia de esta respecto de 
una parte de la población objetivo, que no posee alfabetización 
digital. Por último, se menciona la responsabilidad estatal en 
la educación universitaria en materia jurídica, y su adecuación  
a las necesidades del ciudadano frente a la justicia. 

Abstract: three aspects of access to justice that influence the 
achievement of equality are raised. Firstly, the institutional po-
sition of public defense is addressed, as there are repeated pro-
posals in Latin America for its structural autonomy from the 
branches of government. The status of the issue in Ibero-Ame-
rica and in Uruguay, as well as the opportunity for changes, are 
analyzed. Secondly, the technologization of justice systems is 
considered, focusing on its impact on a segment of the target 
population lacking digital literacy. Finally, the state’s responsi-
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bility in university education in legal matters and its adaptation 
to citizens’ needs concerning justice are mentioned.
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Sumario: I. Introducción. II. La ubicación institucional de la 
defensa pública. III. Acceso a la justicia y tecnología. IV. La res-
ponsabilidad estatal de una educación universitaria acorde a las 
necesidades del sistema. V. Conclusiones. Referencias.

I. Introducción

Podría afirmarse en términos teóricos, que cuando se alcanza la 
universalidad en el debido acceso a la justicia, se obtiene igual-
dad. La igualdad como principio y también como propósito ins-
pira los sistemas de justicia, sus formulaciones estructurales y 
procesales. 

Sin embargo, no todas las decisiones que implementan di-
chos sistemas profundizan o se encaminan hacia el mismo ob-
jetivo. En ocasiones los motivos de las desviaciones obedecen a 
dificultades presupuestales, a ineficiencias prácticas, a la falta de 
previsión de situaciones dificultosas o, en fin, a la inidoneidad de 
los implementadores. 

El acceso a la justicia constituye una norma imperativa de de-
recho internacional y, como tal, genera obligaciones erga omnes 
para los Estados que deberán adoptar las medidas que sean ne-
cesarias.1

1	 Corte IDH. Caso Goiburú y otros vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Cos-
tas. Sentencia de 22 de septiembre de 2006. Serie C. núm. 153, párr. 131.
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Reflexionar acerca del derecho de acceso a la justicia2 tiene 
un alto número de implicaciones. La mayoría han sido estudiadas 
desde lo procesal y especialmente en el ámbito de la justicia pe-
nal, con el advenimiento de las reformas procesales penales en 
América Latina.3 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos4 dispo-
ne en su artículo octavo las diferentes garantías judiciales míni-
mas de toda persona “en plena igualdad”. Cada Estado obligado 
por la Convención ha desarrollado estas garantías en sus Consti-
tuciones y legislación. Así también la Constitución uruguaya es-
tablece una serie de garantías que integran la noción del derecho 
de “acceso a la justicia”.5 

La interpretación jurisprudencial de “defensa adecuada” ela-
borada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos6 com-
pletó el marco conceptual del debido acceso.

2	 Se adoptará como concepto básico de “acceso a la justicia” el definido por el 
magistrado Manuel Ventura Robles en su libro Estudios sobre el Sistema Inte-
ramericano de Protección de los Derechos Humanos, Costa Rica, 2007, p. 348: 
“El acceso a la justicia puede ser entendido como la posibilidad de toda per-
sona, independientemente de su condición económica o de otra naturaleza, 
de acudir al sistema previsto para la resolución de conflictos y vindicación 
de los derechos protegidos de los cuales es titular”. Asimismo, se tendrá 
presente que su concreción ha sido priorizada por los desafíos marcados 
en el Objetivo de Desarrollo Sostenible núm. 16.3 de la Organización de las 
Naciones Unidas: “Promover el Estado de Derecho en los planos nacional e 
internacional y garantizar la igualdad de acceso a la justicia para todos”.

3	 A modo de ejemplo, se han investigado y relevado todos los sistemas proce-
sales adversariales penales contemporáneos de América Latina por el Cen-
tro de Estudios de Justicia de las Américas y publicado varios textos, como 
Fuchs, Marie-Christine et al., La justicia penal adversarial en América Latina, 
hacia la gestión del conflicto y la fortaleza de la ley, Chile, CEJA-KAS, 2018.

4	 Aprobada por Uruguay a través de la Ley núm. 15.737 de 08 de marzo de 
1985, art. 15 y 16.

5	 Garantías que se desprenden de algunas normas de las Secciones II, XV y 
XVII de la Constitución de la República de 1967.

6	 Véase Corte IDH. Caso Flor Freire vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fon-
do, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2016. Serie C, 
núm. 315; Caso Castillo Petruzzi y otros vs. Perú. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 30 de mayo de 1999, Serie C, núm. 52; Caso Dacosta 
Cadogan vs. Barbados. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
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En este breve trabajo se plantean someramente tres facetas 
convergentes hacia la igualdad, que merecen actual atención para 
el logro de un acceso a la justicia de carácter sustantivo y no me-
ramente nominal.

En primer lugar, estudiaremos la posición institucional de la 
defensa pública, como garantía de los sectores más vulnerables 
de la sociedad latinoamericana; cuál es el estado de la cuestión en 
Iberoamérica y en Uruguay y qué sería deseable para encaminar 
la acción estatal hacia una igualdad de fondo y un derecho de 
acceso promovido y de calidad.

En segundo término, comentaremos el camino sin retorno de 
los sistemas de justicia hacia una tecnologización exhaustiva de 
su gestión, que aporta ventajas relevables para el gerenciamiento, 
pero distancia a la población carente o analfabeta digital de la com-
prensión del accionar del sistema. Un camino que en algún punto 
podría distanciarse del afán de llegar al ciudadano con un lenguaje 
jurídico claro y que no soluciona la discriminación y la desigualdad.

Por último, abordaremos el tema de la educación universita-
ria en materia jurídica, su adecuación a las necesidades del ciu-
dadano frente a la justicia. Cada país o región conoce sus debili-
dades en el sistema universitario de enseñanza, que afecta tanto 
a defensores públicos como privados. Sin embargo, el Estado es 
responsable por la calidad técnica de la defensa de oficio, por 
tratarse de un servicio público. De allí puede colegirse que los 
mecanismos de selección y la capacitación de los defensores son 
una actividad relevante y de interés general.

II. La ubicación institucional de la defensa pública

No es necesario mencionar la importancia de la defensa como 
garantía y parte fundamental en el derecho de acceso a la justicia. 

	 Costas. Sentencia de 24 de septiembre de 2009. Serie C, núm. 204; Caso 
Lori Berenson Mejía vs. Perú. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de noviembre de 2004. Serie C, núm. 119; Caso Tibi vs. Ecuador. Ex-
cepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de 
septiembre de 2004. Serie C, núm. 114; Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñi-
guez vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C, núm. 170. 
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Aún cuando se la enumera como una más de las tantas garantías 
procesales de los individuos7 (principalmente de los imputados 
en procesos penales, pero también en el resto de las causas ci-
viles, laborales o de cualquier otra materia) es la que resume la 
efectividad del resto de las garantías. Es así que una defensa ade-
cuada denuncia, reclama e interpone los debidos instrumentos 
procesales para que se efectivice el derecho al plazo razonable, a 
la igualdad procesal, a ser oído y presentar pruebas, a ser juzga-
do por un tribunal imparcial no comisionado, a que se presuma 
la inocencia de su defendido, a que se respete su derecho de no 
autoincriminarse y permanecer en silencio, etcétera.

Bajo esta premisa, la defensa pública cobra vital relevancia ya 
que la gran mayoría de los justiciables de nuestro continente son 
asistidos por defensores solventados por los Estados.

En Uruguay, el artículo 254 de la Constitución de la Repú-
blica establece que “La justicia será gratuita para los declarados 
pobres con arreglo a la ley”.8 La Constitución también menciona 
a la defensa en el artículo 16 como garantía del imputado al esta-
blecer que su declaración deberá ser tomada en presencia de su 
defensor. En materia penal, la ley amplía la cobertura de defensa 
técnica pública a todo aquél que no haya designado abogado de 
confianza o que, habiéndolo elegido, el letrado no aceptare en 
forma inmediata a que le sea requerido.  

Al disponer las competencias de la Suprema Corte de Justi-
cia, incluye la designación de los defensores de oficio (públicos) 
en el artículo 239 numeral 6.

De este modo, el modelo uruguayo de defensa pública queda 
constituido en lo sustantivo como garantía y derecho fundamen-
tal, y en lo formal-institucional, como dependencia orgánica del 
poder judicial.

7	 Así en el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
8	 El texto de la norma proviene de la Constitución de 1934 (art. 230). Sin 

embargo, ya existía la función desde época preconstitucional: en 1827 se 
dispone que la defensoría de pobres sería servida por defensores especia-
les que los jueces de 1° instancia nombrasen en cada causa. Véase: Supre-
ma Corte de Justicia, Centenario de la Suprema Corte de Justicia 1907-2007, 
Uruguay, CEJU, 2007, p.25.
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En los países que cuentan con defensa pública se identifican 
tres principales formulaciones estructurales:9 

a.	 Instituciones independientes y autónomas por normativa 
constitucional como el caso de Argentina,10 Brasil11 y El 
Salvador.12

b.	 Organismos independientes y autónomos establecidos 
por ley como en el caso de Guatemala.13

c.	 Unidades u órganos con autonomía funcional o técni-
ca que forman parte o tienen relación institucional con 
otros sistemas orgánicos, como el poder judicial (caso 
Uruguay,14 México,15 Nicaragua,16 Panamá,17 Paraguay,18 
Honduras,19 Costa Rica,20 Ecuador,21 República Domini-
cana22 y Venezuela23), o el poder ejecutivo (en general a 

9	 Se adopta la tripartición clasificatoria de: Organización de los Estados Ame-
ricanos, Informe sobre buenas prácticas en el tema de Acceso a la Justicia y De-
fensa Pública en las Américas, CP/CAJP/INF-224/14, 21 de marzo de 2014. 
La información de cada país iberoamericano se obtuvo de páginas oficiales.

10	 Constitución de la Nación Argentina, 1994, art.120.
11	 Constitución Política de la República Federativa de Brasil, 1988, art. 134.
12	 Constitución de la República de El Salvador, 1983, art. 194 II.
13	 Acuerdo Legislativo 129-97- Ley del Servicio Público de Defensa Penal, 

1998.
14	 Constitución de la República del Uruguay, art. 239, num.6
15	 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1917, art. 100.
16	 Ley Orgánica del Poder Judicial de la República de Nicaragua, 7 de julio de 

1998.
17	 Constitución Política de la República de Panamá, 2004, art. 217; Ley núm. 

63, 28 de agosto de 2008; Ley núm. 53, 27 de agosto de 2015.
18	 Constitución de la República de Paraguay, 1992, art.17.6; Ley Orgánica del 

Ministerio de la Defensa Pública núm. 4423/11, 25 de agosto de 2011.
19	 Constitución de la República de Honduras, 1982, art. 83 —-El Programa de 

Defensa Pública data desde 1989—.
20	 Ley Orgánica del Poder Judicial núm. 7728, 15 de diciembre de 1997, arts. 

150-152.
21	 Constitución de la República de Ecuador, 2008, arts.191-193; Ley Orgánica 

de la Defensoría Pública, 14 de mayo de 2021.
22	 Constitución de la República Dominicana, 2015, arts. 176 y 177.
23	 Constitución de Venezuela, 1999, art. 268.
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través de ministerios de justicia o de la presidencia, como 
Bolivia,24 Chile,25 y Perú26) o la defensoría del pueblo (Co-
lombia27).

En el caso particular de Ecuador, la defensoría designa a quie-
nes van a oficiar de defensores dentro de una red de consultorios 
jurídicos universitarios, organizaciones no gubernamentales, 
fundaciones, etcétera.

España,28 Andorra29 y Portugal30 utilizan el mecanismo de 
prestación de servicios de abogados de ejercicio privado bajo la 
administración de los colegios de abogados de cada zona territo-
rial donde se los requiera.

Tampoco Cuba31 tiene una institución de defensa pública, 
aunque existen abogados que actúan de oficio en materia penal 
exclusivamente.

La diversidad modélica plantea la cuestión de si todos, alguno 
o ninguno de los esquemas estructurales relevados cumplen con 
un verdadero acceso a la justicia a través de una defensa adecuada.

En Uruguay se ha planteado la eventualidad de establecer por 
ley la defensa pública como servicio descentralizado,32 igual que 

24	 Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia, 2009, art. 119 
II- Ley núm. 2496 de 2003

25	 Constitución Política de la República de Chile, 1980, art. 19 numeral 3°; 
Ley 19.718, 2001.

26	 Constitución Política de Perú, 1993, art, 139 numeral 16; Ley 29360, 14 de 
mayo de 2009.

27	 Constitución Política de Colombia, 1991, art. 282.4.
28	 Constitución Española, 1978, art. 119; Ley de Asistencia jurídica gratuita 

núm. 1/1996, 10 de enero de 1996.
29	 Constitución del Principado de Andorra, 1993, art. 10.2; Ley núm. 48/2014, 

18 de diciembre de 2014, art.6.2 lit. k.
30	 Constitución de Portugal, 1976, art. 20; Ley núm. 34/2004, 29 de julio de 2004.
31	 Constitución de la República de Cuba, 2019, art. 92 y 94 lit. b; Decreto Ley 

núm. 81 sobre el ejercicio de la Abogacía y la Organización Nacional de 
Bufetes Colectivos, 8 de junio de 1984. 

32	 El proyecto de ley fue presentado en agosto de 2022 por los senadores de la 
oposición y es una aspiración de la Asociación gremial que reúne a los defen-
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lo es la Fiscalía General de la Nación. En cuanto a la constitucio-
nalidad de esta opción, los cuestionamientos jurídicos son rele-
vantes por el menoscabo que supondría en las competencias del 
poder judicial. La solución indiscutible debería acompañarse de 
una reforma constitucional.

La existencia o no de un modelo ideal deberá medirse por los 
logros obtenidos en materia de acceso. 

A partir del caso Ruano Torres vs. El Salvador, la Corte ha en-
tendido: 

[...] que la institución de la defensa pública, a través de la provisión 
de servicios públicos y gratuitos de asistencia jurídica permite, sin 
duda, compensar adecuadamente la desigualdad procesal en la que 
se encuentran las personas que se enfrentan al poder punitivo del 
Estado, así como la situación de vulnerabilidad de las personas pri-
vadas de libertad, y garantizarles un acceso efectivo a la justicia en 
términos igualitarios.

Sin embargo, la Corte ha considerado que nombrar a un defensor 
de oficio con el solo objeto de cumplir con una formalidad procesal 
equivaldría a no contar con defensa técnica, por lo que es imperan-
te que dicho defensor actúe de manera diligente con el fin de prote-
ger las garantías procesales del acusado y evite así que sus derechos 
se vean lesionados y se quebrante la relación de confianza. A tal fin, 
la Corte estimó necesario que la institución de la defensa pública, 
como medio a través del cual el Estado garantiza el derecho irre-
nunciable de todo inculpado de delito de ser asistido por un defen-
sor, sea dotada de garantías suficientes para su actuación eficiente 
y en igualdad de armas con el poder persecutorio. La Corte ha re-
conocido que para cumplir con este cometido el Estado debe adop-
tar todas las medidas adecuadas. Entre ellas, contar con defensores 
idóneos y capacitados que puedan actuar con autonomía funcional.

Las consideraciones realizadas en esta y otras sentencias,33 
pueden resumirse en parámetros o estándares de una defensa 

sores. Nunca fue tratado en comisión y la legislatura está culminando. Véase 
Cámara de Senadores Uruguay, Proyecto de ley Defensa pública del Uruguay. 
Servicio descentralizado. Creación, asunto 155750, 28 de julio de 2022.

33	 Corte IDH. Caso Ruano Torres vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Cos-
tas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C, núm. 303, párr. 157; Caso
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pública adecuada, interpretados a partir de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos por la Corte Interamericana:

1.	 Existencia de un cuerpo permanente de defensores dentro 
de la estructura del Estado. La Corte entiende que es un 
deber estatal proporcionar la asistencia técnica a través 
de la institucionalidad de la defensa pública. Según sus 
fallos, la opción del modelo ibérico no satisfaría la obliga-
ción del Estado.

2.	 Autonomía funcional de los defensores respecto de otros 
agentes estatales. Respecto de este elemento fundamental, 
no solamente se ha pronunciado la Corte IDH sino tam-
bién la Asamblea General de la OEA en más de una opor-
tunidad.34 Sus resoluciones impulsan el rol de la defensa 
pública y se insta a los Estados miembros a que adopten 
acciones para que los defensores gocen de independencia 
y autonomía funcional. 

3.	 Intervención eficiente, no meramente formal. Es destacable 
la exigencia de debida diligencia, protección real de las 
garantías procesales y relación de confianza entre defen-
sor público y defendido. Desde 2004 la Corte exige cier-
tas características para una verdadera defensa.35

	 Martínez Coronado vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia  
de 10 de mayo de 2019. Serie C, núm. 376, párr. 83; Caso Girón y otros vs 
Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Senten-
cia de 15 de octubre de 2019. Serie C, núm. 390, párr. 100; Caso Manuela 
y otras vs. El Salvador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 de noviembre de 2021. Serie C, núm. 441, párr. 124.

34	 Organización de los Estados Americanos, Garantías para el acceso a la jus-
ticia. El rol de los defensores públicos oficiales, resolución AG/RES. 2656 
(XLI-O/11), 7 de junio de 2011; Defensa pública como garantía de acceso 
a la justicia de las personas en condiciones de vulnerabilidad, resolución AG/
RES. 2714 (XLII-O/12), 4 de junio de 2012.

35	 Corte IDH. Caso Tibi vs. Ecuador…, cit., párr. 49: “Tener defensor nombra-
do no es contar, ya, con defensa en el enjuiciamiento. Esto se ha observado, 
con gran frecuencia, en los procesos ante esta Corte. Si no se trata, pues, de 
cualquier defensa —nominal—, sino de una verdadera defensa —como ver-
dadera debiera ser la satisfacción de cualquier derecho humano—, es pre-
ciso convenir sus rasgos característicos, que demandarían independencia, 
suficiencia, competencia, gratuidad, plenitud y oportunidad, y proveer los 
medios para que la haya. De lo contrario, la tutela de los derechos humanos 
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4.	 Igualdad de armas respecto del poder acusatorio persecuto-
rio de los fiscales. La situación de desbalance pudo verse 
profundizada con la generalización de los procesos adver-
sariales en América en los que las Fiscalías han pasado 
a tener un rol preponderante y generalmente han sido 
beneficiadas por los Gobiernos con mejoras presupues-
tales, no siempre dirigidas en forma equitativa hacia las 
defensas. La defensa debe poder realizar su propia inves-
tigación, debe intervenir ante los órganos jurisdicciona-
les, la fiscalía, la policía, formular alegaciones y producir 
o contradecir la prueba producida en el proceso, con el 
objetivo final de resguardar los intereses del imputado. 
Debe contar con los recursos humanos, el tiempo y el 
presupuesto suficiente para ello.

5.	 Capacitación e idoneidad, derecho a la carrera. El derecho 
a la defensa tiene efectividad cuando se ejerce con las ca-
pacidades suficientes para hacerse cargo de tal tarea. El 
Estado debe proveer un verdadero acceso a la justicia con 
la idoneidad de la asistencia técnica. Ello se logra con ca-
pacitaciones específicas, evaluaciones, concursos, ascen-
sos, expectativas de carrera.

6.	 Control efectivo de la tarea del defensor. En el caso Girón 
vs Guatemala, se afirmó que para resguardar la relación 
de confianza que debe existir entre el defensor oficial y 
la persona acusada, deben existir mecanismos ágiles que 
permitan que quien es imputado pueda pedir que se eva-
lúe el nivel de su defensa.

En definitiva, si un modelo estructural de defensa pública 
consigue niveles de cumplimiento de los elementos referidos es-
tará proporcionando una defensa adecuada, efectiva y de calidad. 
Tal diseño institucional no debería ser identificado exclusiva-
mente con un extra poder del estado, o un organismo autónomo.

Si bien la autonomía absoluta de la defensa pública respec-
to de otros sistemas orgánicos puede ser un interesante modelo 
para satisfacer aquellos estándares mínimos, será el marco cons-

del procesado tropezará una y otra vez con las deficiencias de la defensa, 
que se traducen, en fin de cuentas, en violación del derecho mal disimula-
das por un ejercicio aparente, que no resiste el menor análisis”. 
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titucional de cada Estado el que resuelva el problema orgánico, 
ya con disposición expresa, ya con delegación legislativa.  

En el mismo sentido, quienes hayan arribado a la solución 
autonómica no pueden justificar por esa única circunstancia, la 
conquista de la adecuada defensa. Las razones presupuestales 
sobrevuelan los formatos estructurales y los condicionan, y es 
sabido que la defensa pública nunca será un servicio recaudador 
y autosuficiente. 

En Uruguay, al sancionarse el nuevo Código de Proceso Pe-
nal36 de tipo acusatorio, se entendió necesaria la creación de la 
Fiscalía General como un servicio descentralizado37 con un alto 
grado de autonomía respecto de los poderes de Gobierno. Sin 
embargo, se vive año tras año la escasez de recursos humanos 
que lleva a la asignación de centenares de casos a cada fiscal; la 
necesidad de acudir a los servicios científicos de otros organis-
mos para la prueba pericial; la carencia de tiempo para prepa-
rar juicios orales, todo lo cual conduce a juicios abreviados con 
acuerdo de pena hasta en un 90% de los casos, etcétera.

Una institucionalidad autónoma de la defensa pública debe 
prever cargos en cantidad necesaria no solo de defensores sino 
también de auxiliares como investigadores, procuradores, peri-
tos de parte, funcionarios administrativos, intérpretes y traduc-
tores.38 Estimar la cantidad de defensores necesaria depende de 
los parámetros o indicadores que se prioricen, pudiendo tomarse 
a título de ejemplo: número de casos por año, tiempo utilizado en 
cada caso, proporción con número de fiscales, número de casos 
tramitados simultáneamente, cobertura territorial del servicio o 
cantidad de usuarios del sistema.39 Los recursos materiales para 

36	 Aprobado por Ley núm. 19.293 de 19 de diciembre de 2014 y puesto en 
vigencia a partir del 1 de noviembre de 2017.

37	 Creada por Ley núm. 19.334 de 14 de agosto de 2015 y luego organizada 
por Ley núm. 19.483 de 5 de enero de 2017.

38	 Según una publicación de 2022 en el diario uruguayo El Observador, los 
defensores públicos admiten que su servicio está superado ya que existen 
285 puestos profesionales para más de 200,000 consultas anuales.

39	 Al respecto, véase con mayor profundidad, Centro de Estudios de Justicia 
de las Américas, Manual de defensoría penal pública para América Latina y 
El Caribe, Chile, PNUD.
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cumplir con la función también son imprescindibles, tales como 
edilicios, tecnológicos, de transporte, etcétera.

La reiterada solicitud de autonomía para la defensa pública a 
fin de lograr la  igualdad de armas, debe tener presente este as-
pecto financiero que lleva ínsito. Podría llegar a ser crítico que la 
autonomía institucional no sea acompañada de autarquía finan-
ciera y se convierta en desamparo. Porque ya ha quedado demos-
trado en el caso de algunas fiscalías de la región, que salir de la 
esfera de un poder de Gobierno no asegura ser contemplado en 
oportunidades presupuestales.

Existen algunas declaraciones internacionales como la del 
MERCOSUR40 que promueven el modelo autonómico funcional 
y presupuestario, recomendando a los Estados parte y asociados 
su adopción. 

Empero, en tanto no se modifiquen las disposiciones consti-
tucionales que subordinan la defensa pública a otras estructuras, 
tal aspiración —por fundada que en ciertos casos resulte— no se 
verá concretada.

III. Acceso a la justicia y tecnología

En este punto, corresponde mencionar de qué modo se vio 
beneficiado y/o perjudicado el justiciable de la tecnologización 
de la justicia. 

En los países latinoamericanos el nivel de alfabetización tiene 
una relación estrecha con variables de exclusión como la pobre-
za, la ruralidad, el género, la edad, la discapacidad, los derechos 

40	 MERCOSUR, Defensa oficial autónoma e independiente como garantía de 
acceso a la justicia de las personas en condiciones de vulnerabilidad, MER-
COSUR/CMC/REC. Núm. 01/12, 29 de junio de 2012, art. 1: “Promover 
y profundizar, de conformidad a los ordenamientos jurídicos internos, el 
modelo de Defensa Pública Oficial gratuita e integral en los Estados par-
te, en el ámbito nacional, provincial, estadual y/o departamental, según 
corresponda; con órganos independientes, con autonomía funcional y au-
tarquía financiera, a los fines de fortalecer el acceso a la justicia de las per-
sonas en condición de vulnerabilidad”.
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de las poblaciones originarias y migrantes, el idioma foráneo, etc. 
Según estadísticas de la UNESCO un 13% de la población mun-
dial es analfabeta en el sentido convencional (lecto-escritura y 
cálculo), disminuyendo a 9% en América Latina y el Caribe.

Actualmente, la definición tradicional es insuficiente. Se en-
tiende a la alfabetización como medio de identificación, com-
prensión, interpretación, creación y comunicación en un mundo 
cada vez más digital, mediado por textos, rico en información y 
cambios.41 La capacidad de usar tecnología (computadoras, telé-
fonos celulares, televisiones inteligentes, tablets, aparatos de uso 
doméstico, etc.) para resolver problemas de la vida diaria está 
comprometida en un porcentaje mayor a aquel 13%. 

La “alfabetización digital” comprende el conjunto de destre-
zas, conocimientos y actitudes que necesita una persona para po-
der desenvolverse funcionalmente dentro de la sociedad y per-
sigue como finalidad la utilización de la tecnología en una forma 
efectiva que le permita acceder a otras oportunidades.42

Desde hace décadas los organismos jurisdiccionales han 
avanzado en la masificación de la oferta on line de sus servicios. 
Primero a través de las páginas web informativas, más tarde por 
repositorios documentales, luego con algunas posibilidades de 
interacción en línea para solicitar información o buscar senten-
cias, etc. Pero el cambio más sustancial se produjo con la apari-
ción de los sistemas de seguimiento de expedientes y los expe-
dientes judiciales electrónicos. 

Aquellos que carecen de destrezas digitales son incapaces de 
navegar en el sitio web de un juzgado o tribunal, completar for-
mularios en línea, generar claves de usuario, incorporar datos del 
expediente judicial en casilleros preformados, tener una reunión 
a distancia con su letrado patrocinante, conectarse a una audien-

41	 UNESCO, Qué debe saber sobre la alfabetización, 29 de junio de 2023, ht-
tps://www.unesco.org/es/literacy/need-know#:~:text=A%20pesar%20
de%20ello%2C%20en,las%20competencias%20b%C3%A1sicas%20en%20
lectoescritura 

42	 Organización Panamericana de la Salud, Conversaciones sobre eSa-
lud, Estados Unidos, 2014, https://iris.paho.org/bitstream/hand-
le/10665.2/28391/9789275318287_spa.pdf?sequence=1&isAllowed=y 
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cia de prueba on line por razones de fuerza mayor (como ocurrió 
en pandemia del SARS-CoV-2), descubrir en un link un decreto 
o sentencia judicial, darse por notificados o saber si deben con
currir al tribunal por una notificación electrónica.

Para todo ello dependerán de un letrado patrocinante o de-
fensor al que no podrán controlar en su diligencia profesional, 
como sí lo hará aquel justiciable que se maneja adecuadamente 
con la tecnología y los sistemas de seguimiento jurisdiccionales. 
La confianza en los letrados patrocinantes o defensores no se 
cuestiona, sino la imposibilidad de un mínimo control.

La igualdad y no discriminación de los artículos 1.1 y 24 de 
la Convención Americana, podrían verse comprometidos en la 
situación planteada.43 

El analfabetismo digital y/o la falta de estructura para su 
aprendizaje y desarrollo (teléfonos, computadoras, etc.) hace 
que “aquellos que tienen las herramientas y los medios, la com-
petencia y el teléfono u otra infraestructura disponible llegan 
más lejos y los que no cuentan con todo eso se quedan rezagados 
a la hora de hacer que el sistema de justicia funcione para ellos. 

43	 La Corte Interamericana sostuvo que el artículo 1.1 establece la obligación 
de no discriminación respecto de la aplicación y garantía de los derechos 
convencionales y el artículo 24 amplía dicha garantía de igualdad y no dis-
criminación a la legislación local que los Estados pudieran adoptar. Véase 
Corte IDH. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso 
Administrativo”) vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C, núm. 182, párr. 209. 
Asimismo, “conforme estos derechos los Estados están obligados a abste-
nerse de discriminar en el ejercicio y garantía de los derechos y a tomar 
medidas positivas que permitan a todas las personas bajo su jurisdicción el 
efectivo goce y ejercicio de los derechos en condiciones de igualdad”. Véase 
Corte IDH. Caso Yatama vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C, núm. 
127. La Comisión también se ha pronunciado: “la “alfabetización digital” es 
un proceso de fundamental importancia en la garantía de los derechos hu-
manos, y una medida particularmente necesaria para proteger y garantizar 
los derechos a la igualdad y no discriminación”. Véase Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos, Estándares para una Internet Libre, Abierta 
e Incluyente. Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, 15 de marzo de 2017, párr. 43.
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La falta de igualdad aumenta, no se reduce”.44 La exclusión en la 
mejor hipótesis se mantiene, o eventualmente se profundiza.

Sintomáticamente, y volviendo a lo afirmado en la primera 
parte, existe cierta coincidencia demográfica entre quienes de-
penden de las defensas públicas (no electas por una decisión de 
confianza sino asignadas por el Estado) y una gran mayoría de los 
que padecen el analfabetismo digital. Para los vulnerables no hay 
elección ni control.

La tecnologización judicial debe ir acompañada de un proceso 
de acompañamiento estatal para la educación digital de su pobla-
ción, con la facilitación de infraestructura mínima de aprendizaje 
y uso, y con la pervivencia de metodologías de atención huma-
na en lugares físicos descentralizados territorialmente, donde el 
funcionariado público participe en la educación tecnológica de 
los consultantes, al tiempo que satisfaga las inmediatas inquietu-
des del justiciable.

A sabiendas del esfuerzo vigente por un lenguaje jurídico 
claro en el ámbito de la normativa y las decisiones judiciales ha-
cia una efectiva comprensión ciudadana, correspondería agregar 
a tales propuestas la accesibilidad al proceso judicial según las 
posibilidades reales de cada justiciable, todo lo cual mejoraría 
en nuestros países los logros en materia de no discriminación e 
igualdad.

IV. La responsabilidad estatal de una educación 
universitaria acorde a las necesidades del sistema

En contextos de vulnerabilidad y restricciones del acceso a la 
justicia, la asistencia profesional letrada eficaz es una necesidad 
para los justiciables y un desafío para la educación universitaria en 
su rol de proveedora de defensa técnica, ya sea pública o privada.

Corresponde reflexionar acerca de si nuestros graduados 
tienen las competencias necesarias para enfrentar el reto de la 

44	 Horowitz, Donald, Access to justice technology bill of rights, http://www.pu-
blicsphereproject.org/node/418  
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protección y garantía del derecho de acceso a la justicia de sus 
patrocinados. 

En Uruguay la Universidad de la República está consagrada 
como ente autónomo de enseñanza en el artículo 202 de la Cons-
titución45 y las universidades privadas son controladas por el Es-
tado en su acreditación y reconocimiento manteniendo luego un 
control evaluatorio de calidad que actúa con elevada prudencia.46 
En definitiva, la responsabilidad institucional por la calidad pro-
fesional de los abogados uruguayos radica en el Estado en forma 
compartida con las entidades de enseñanza.

Los principios básicos de las Naciones Unidas sobre la fun-
ción de los abogados47 exigen a los Gobiernos, las asociaciones 
profesionales y las instituciones de enseñanza que velen por la 
debida formación y preparación técnico-jurídica adecuada de los 
abogados, y que se les inculque en su educación la conciencia 
de los ideales y obligaciones éticas y de respeto a los derechos 
humanos y las libertades fundamentales reconocidos por el or-
denamiento jurídico interno e internacional. 

45	 Artículo 202- La Enseñanza Pública Superior, Secundaria, Primaria, Nor-
mal, Industrial y Artística, serán regidas por uno o más Consejos Directi-
vos Autónomos. Los demás servicios docentes del Estado, también estarán 
a cargo de Consejos Directivos Autónomos, cuando la ley lo determine por 
dos tercios de votos del total de componentes de cada Cámara. Los Entes 
de Enseñanza Pública serán oídos, con fines de asesoramiento, en la elabo-
ración de las leyes relativas a sus servicios, por las Comisiones Parlamen-
tarias. Cada Cámara podrá fijar plazos para que aquéllos se expidan. La ley 
dispondrá la coordinación de la enseñanza”.

46	 El Consejo Consultivo de Enseñanza Terciaria Privada (CCETP), según el 
Decreto 104/014 que regula y ordena el Sistema de Enseñanza Terciaria 
Privada, tiene como cometido asesorar al Poder Ejecutivo y al Ministerio 
de Educación y Cultura en las solicitudes de autorización para funcionar 
como institución terciaria al inicio y al vencimiento de los cinco años, en 
las solicitudes posteriores de reconocimiento de nivel académico de nue-
vas carreras y en la revocación de los respectivos actos, así como en las 
solicitudes de autorización de nuevas Sedes. En una sola oportunidad el Es-
tado resolvió revocar la autorización para funcionar de un instituto univer-
sitario previamente reconocido con carrera de Abogacía. Véase Uruguay, 
Resolución núm. 152/010, 18 de febrero de 2010. 

47	 Organización de las Naciones Unidas, Principios Básicos sobre la Función de 
los Abogados, 07 de septiembre de 1990,  https://www.ohchr.org/es/instru-
ments-mechanisms/instruments/basic-principles-role-lawyers  
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Como se ha dicho,48 el carácter “subsidiario” de la defensa 
pública, tal como lo sostiene el Pacto de Derechos Civiles,49 no 
debe significar, dado el contexto social de la mayoría de nuestros 
países, un debilitamiento de la obligación estatal en la ejecución 
del servicio prestado.

La reflexión posible: ¿es el Estado responsable, en tanto ex-
pedidor de títulos profesionales, del perjuicio que un defensor 
público o privado pueda provocar a su defendido por impericia? 
¿La responsabilidad aumenta en tanto el defensor sea público? Y 
en su caso, dicha responsabilidad ¿es objetiva o subjetiva?50

El análisis de la responsabilidad del Estado frente a defen-
sas defectuosas ha sido motivo de decisión por la Corte IDH en  
más de un caso.  Así ha entendido:

Toda vez que la defensa pública corresponde a una función estatal 
o servicio público, pero aún así se considera una función que debe 
gozar de la autonomía necesaria para ejercer adecuadamente sus 
funciones de asesorar según su mejor juicio profesional y en aten-
ción a los intereses del imputado, la Corte estima que el Estado no 
puede ser considerado responsable de todas las fallas de la defensa 
pública, dado la independencia de la profesión y el juicio profesio-
nal del abogado defensor. En este sentido, la Corte considera que, 
como parte del deber estatal de garantizar una adecuada defensa 
pública, es necesario implementar adecuados procesos de selección 
de los defensores públicos, desarrollar controles sobre su labor y 
brindarles capacitaciones periódicas.51 

La Corte IDH encuentra responsabilidad estatal “si la acción 
o la omisión del defensor público constituye una negligencia 

48	 Centro de Estudios de Justicia de las Américas, op. cit., p. 27.
49	 Organización de las Naciones Unidas, Pacto Internacional de Derechos Civi-

les y Políticos, 16 de diciembre de 1966, art. 14.3 lit. d.
50	 El debate sobre la responsabilidad estatal se ha dado en Uruguay desde 

hace décadas y las soluciones propuestas han sido diferentes desde doc-
trina y jurisprudencia. Sobre el punto, los principales argumentos pueden 
consultarse en: Delpiazzo, Carlos, La responsabilidad en el derecho públi-
co uruguayo, Revista De Derecho, vol. 3, 2016, pp. 59-83.

51	 Corte IDH. Caso Ruano Torres… op. cit., párr. 157; Caso Martínez Coro-
nado… op. cit., párr. 83; Caso Girón… op. cit., párr. 100; y Caso Manuela y 
otras… op. cit., párr. 124.
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inexcusable o falla manifiesta en el ejercicio de la defensa que 
tuvo o puede tener un efecto decisivo en contra de los intereses 
del imputado”.52

La relación entre calidad universitaria y responsabilidad del 
Estado resulta, como mínimo, interpelante. El Rector de nuestra 
Universidad pública53 se ha referido a la coyuntura entendiendo 
que el actual contexto de innovación abre muchas posibilidades  
a la calidad de la educación, pero puede también profundizar 
algunas inequidades entre los niveles de aprendizaje y las ins-
tituciones educativas, en atención al nuevo paradigma que ha 
cambiado los procesos tradicionales de enseñanza, tal como la 
virtualidad masificada nacida a partir de la pandemia.

Quienes profesamos la vocación docente desde hace muchos 
años, somos testigos de la disminución paulatina de la calidad 
del aprendizaje en etapas anteriores a la enseñanza universitaria, 
condicionando el nivel de esta. El Estado, tal como lo expresara 
la Corte IDH no puede ser responsable de cada yerro profesional 
de sus abogados, pero sí de proveer la mejor calidad de servicios 
de enseñanza jurídica, regular la policía de la profesión, elegir 
mediante mecanismos objetivos y competitivos los defensores 
que trabajarán de oficio, brindar capacitación y actualización de 
conocimientos y responder cuando corresponda en tanto servi-
cio público que brinda.54

Entre las carencias que pueden ser subsanadas en Uruguay, 
a modo de ejemplo, se encuentra la falta de especialización de 
la defensa pública en materia contencioso-constitucional.55 El 

52	 Corte IDH. Caso Ruano Torres vs. El Salvador…, cit., párr. 164
53	 Arim, Rodrigo, “Grandes dilemas de la educación superior: tensiones es-

tructurales y crisis educativa en la pandemia”, InterCambios, año 7, núm. 2, 
diciembre de 2020, pp. 3-7.

54	 Constitución de la República art. 24, El Estado, los Gobiernos Departamen-
tales, los Entes Autónomos, los Servicios Descentralizados y, en general, 
todo órgano del Estado, serán civilmente responsables del daño causado a 
terceros, en la ejecución de los servicios públicos, confiados a su gestión o 
dirección.

55	 En Uruguay, la defensoría pública en materia civil atiende toda materia 
en la que no exista especialización, pero estadísticamente casi no existen 
consultas ni patrocinios en el área constitucional, sin perjuicio de algunas 
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acceso a la justicia constitucional ha sido reducido a la defensa 
privada. He ahí otro desafío para el Estado y la enseñanza uni-
versitaria.

Las trayectorias curriculares deberían incorporar formación 
específica para futuros defensores públicos, que provean una vi-
sión multidisciplinar referida a la población objetivo y sus vul-
nerabilidades, hagan hincapié en la ética profesional inherente 
a la función, su independencia y autonomía. Así también que su 
calidad impida recaer en el ejercicio formalista o mediocre; que 
contenga aprendizajes sobre comunicación y transmisión de in-
formación a los defendidos y estándares de litigación estratégica. 

Y por sobre todo que la tarea del defensor tenga como centro 
al defendido.

V. Conclusiones

A modo de recapitulación: 

a)	 El acceso a la justicia es una norma de derecho imperativo 
que genera obligaciones erga omnes para los Estados.56 

b)	 Se debe considerar la posibilidad de que algunas solucio-
nes proyectadas para el mejor acceso a la justicia podrían 
profundizar la desigualdad o la discriminación, al menos 
para determinados grupos que ya están marginados.

c)	 Las diversas ubicaciones institucionales de las defensas 
públicas en Iberoamérica demuestran que no hay una 
única solución efectiva, sino que cualquiera sea la inser-
ción orgánica, la clave del éxito en cuanto al mejor acceso 
a la justicia para los defendidos, está en el respeto a la 
independencia técnica de los defensores y la provisión 
de medios humanos, materiales y técnicos para el me-
jor ejercicio de la función. Reincidir en un trasplante de 
modelo, de país en país, tal como se hizo en oportunidad 
de la implantación de los procesos penales adversariales, 

excepciones de inconstitucionalidad que se presentaron respecto de la Ley 
núm. 19.120 de 20 de agosto de 2013.

56	 Corte IDH. Caso Goiburú y otros vs. Paraguay…, cit.
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no asegura mejor performance de las defensas ni el logro 
automático de igualdad de armas. Para el caso uruguayo, 
además, la ubicación actual de los defensores públicos en 
la Constitución impide otra solución institucional hasta 
tanto no se reforme la carta.

d)	 El avance en la tecnología a nivel de los sistemas de justi-
cia debe acompañarse de educación digital popular brin-
dada por el Estado, con la facilitación de infraestructura 
mínima y con el mantenimiento de atención personal-hu-
mana en locales de cercanía dándole participación a los 
funcionarios, al tiempo que se satisfacen las necesidades 
de información de los consultantes.

e)	 El Estado es responsable de la calidad de su educación 
universitaria en materia jurídica, de la selección objetiva 
y criteriosa de los defensores públicos, de su capacita-
ción permanente y especialización, debiendo responder 
en aquellos casos que el mal funcionamiento del servicio 
público haya provocado un daño a terceros.

Para terminar, afirmar que desde las raíces de la patria uru-
guaya ha existido una real preocupación por un sistema de justi-
cia al servicio de la igualdad, plasmada, por ejemplo, en la Carta 
de nuestro prócer José Artigas al Gobernador de Corrientes, José 
de Silva, el 9 de abril de 1815, en la que le expresa: “No hay que 
invertir el orden de la justicia. Mirar por los infelices y no desam-
pararlos, sin más delito que su miseria […]. Todo hombre es igual 
en presencia de la Ley […]”.
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